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1. Resumen. 

 

La violencia económica se configura como una de las expresiones más invisibilizadas y 

persistentes de la violencia de género en Colombia, perpetuando la dependencia financiera y la 

subordinación de las mujeres en ámbitos intrafamiliares y sociales. Reconocida explícitamente 

en la Ley 1257 de 2008 como una modalidad que limita el acceso a recursos económicos, bienes 

patrimoniales y oportunidades laborales, esta forma de violencia vulnera derechos 

fundamentales como la dignidad, la autonomía y la igualdad, tal como lo establecen tratados 

internacionales ratificados por el país, incluyendo la Convención sobre la Eliminación de Todas 

las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Convención Interamericana para Prevenir, 

Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. A pesar de estos avances normativos, el 

marco legal presenta vacíos significativos, como la ausencia de una tipificación penal autónoma 

en el Código Penal, lo que obliga a encuadrar estas conductas en figuras generales como la 

violencia intrafamiliar tipificada en el artículo 229 o la inasistencia alimentaria, resultando en 

impunidad y revictimización. 

Esta investigación, de enfoque jurídico-documental cualitativo, analiza integralmente el 

marco normativo, jurisprudencial e institucional colombiano, identificando obstáculos para la 

prevención, sanción y judicialización efectiva de la violencia económica. Se examinan 

pronunciamientos clave de la Corte Constitucional, como las Sentencias T-163 de 2022 que 

vincula el incumplimiento alimentario con control económico, T-734 de 2013 conexión con 

violencia intrafamiliar y C-726 de 2021 como discriminación estructural, así como avances 

recientes como T-242/2025 y SU-018/2025, que enfatizan la perspectiva de género en contextos 

de fraude patrimonial y debido proceso.  
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Además, se evalúan herramientas institucionales como el Sistema Integrado de Información 

de Violencias de Género (SIVIGE) del Observatorio Nacional de Violencias de Género (ONV) 

y las alertas de la Defensoría del Pueblo, destacando limitaciones en el registro desagregado y 

el enfoque en violencias armadas por sobre las económicas. Datos actualizados al 2025 de 

DANE  brecha salarial del 13%, informalidad laboral del 58% en mujeres (DANE 2025) y  

75,6% de casos de violencia de género contra mujeres en 2024 y según el CEJ aumento del 

9,1% en casos totales evidencian la magnitud del problema, agravado por brechas estructurales 

como la pobreza de género índice de feminidad. 

La idea central del artículo radica en demostrar que, pese a progresos jurisprudenciales y 

normativos, persisten barreras probatorias, falta de capacitación en perspectiva de género y 

debilidades institucionales que obstaculizan una justicia efectiva. Se proponen estrategias 

concretas: tipificación penal autónoma, guías técnicas para operadores judiciales, programas de 

empoderamiento económico, inclusión de categorías específicas en sistemas estadísticos y 

formación intersectorial. Estas medidas buscan garantizar la autonomía económica de las 

mujeres víctimas, alineándose con obligaciones internacionales y promoviendo una sociedad 

equitativa libre de discriminación. En suma, combatir la violencia económica exige reformas 

urgentes e integrales para erradicar su carácter estructural y asegurar reparación integral, 

contribuyendo al avance en equidad de género en Colombia. 

Palabras clave: violencia económica, género, autonomía económica, discriminación, Ley 1257 

de 2008, SIVIGE, perspectiva de género. 

 

2. Abstract 

Economic violence configures as one of the most invisibilized and persistent expressions 

of gender-based violence in Colombia, perpetuating women'sda financial dependency and 

subordination in intrafamily and social spheres. Explicitly recognized in Law 1257 of 2008 as 

a modality that limits access to economic resources, patrimonial assets, and employment 

opportunities, this form of violence violates fundamental rights such as dignity, autonomy, and 

equality, as established by international treaties ratified by the country, including the Convention 

on the Elimination of All Forms of Discrimination against Women (CEDAW, Law 51 of 1981) 

and the Inter-American Convention on the Prevention, Punishment, and Eradication of Violence 

against Women (Belém do Pará Convention, Law 248 of 1995). Despite these normative 

advances, the legal framework presents significant gaps, such as the absence of an autonomous 

criminal typification in the Penal Code, forcing these behaviors to be framed under general 

figures like intrafamily violence (Article 229) or food assistance omission, resulting in impunity 

and revictimization. 

This research, employing a qualitative legal-documentary approach, comprehensively 

analyzes the Colombian normative, jurisprudential, and institutional framework, identifying 

obstacles to the effective prevention, sanction, and judicialization of economic violence. Key 

pronouncements from the Constitutional Court are examined, such as Sentences T-163 of 2022 



 

 

(linking food non-compliance with economic control), T-734 of 2013 (connection with 

intrafamily violence), and C-726 of 2021 (as structural discrimination), as well as recent 

advances like T-242/2025 and SU-018/2025, which emphasize gender perspective in contexts 

of patrimonial fraud and due process. Doctrinal contributions from identified authors are 

incorporated, such as Guzmán (2025), who provides sociological perspectives on economic 

violence in armed conflicts; Castañeda (2023), evaluating progress and setbacks in gender 

violence from organizations like the Fundación Mujer Libre; Garzón-Segura et al. (2023), 

focused on partner violences in Bogotá with emphasis on financial control; and Alviar García 

(2018), analyzing food duties from feminist theories. 

Additionally, institutional tools like the Integrated System of Information on Gender-Based 

Violences (SIVIGE) of the National Observatory on Gender Violences (ONV) and the alerts 

from the Ombudsman's Office are evaluated, highlighting limitations in disaggregated 

registration and focus on armed violences over economic ones. Updated data to 2025 from 

DANE (13% wage gap, 58% labor informality in women), INS (75.6% of gender violence cases 

against women in 2024), and CEJ (9.1% increase in total cases) evidence the problem's 

magnitude, aggravated by structural gaps like gender poverty (femininity index at 115, ONU 

Women 2024). 

The central idea of the article lies in demonstrating that, despite jurisprudential and 

normative progress, evidentiary barriers, lack of gender perspective training, and institutional 

weaknesses persist, hindering effective justice. Concrete strategies are proposed: autonomous 

criminal typification, technical guides for judicial operators, economic empowerment programs 

(credits, subsidies, labor training), inclusion of specific categories in statistical systems, and 

intersectoral training. These measures aim to guarantee economic autonomy for victim women, 

aligning with international obligations and promoting an equitable society free of 

discrimination. In summary, combating economic violence demands urgent and integral reforms 

to eradicate its structural character and ensure comprehensive reparation, contributing to gender 

equity advancement in Colombia. 

Keywords: economic violence, gender, economic autonomy, discrimination, Law 1257 of 

2008, SIVIGE, gender perspective. 

 

 

3. Introducción 

La violencia de género representa un fenómeno estructural profundamente arraigado en las 

desigualdades históricas y los patrones patriarcales que afectan desproporcionadamente a las 

mujeres en Colombia, obstaculizando su desarrollo integral, autonomía y ejercicio pleno de 

derechos humanos. Dentro de sus múltiples manifestaciones, la violencia económica emerge 

como una forma sutil pero devastadora de control y dominación, caracterizada por restricciones 

financieras, control sobre ingresos, privación de bienes patrimoniales, limitación al acceso 

laboral remunerado y manipulación de deudas, lo que genera dependencia, vulnerabilidad y 



 

 

perpetuación de ciclos de subordinación. Esta modalidad, reconocida explícitamente en la Ley 

1257 de 2008 como una expresión de violencia basada en género, se enmarca en obligaciones 

internacionales asumidas por Colombia, "La violencia económica es un tipo de violencia de 

género que restringe la autonomía económica de las mujeres y limita su capacidad de decisión 

en contextos de conflicto armado, exacerbando su vulnerabilidad en el posconflicto 

colombiano" (Guzmán 2025),  tales como la Convención sobre la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación contra la Mujer (CEDAW, ratificada por Ley 51 de 1981) y la 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

(Convención de Belém do Pará, Ley 248 de 1995), que exigen al Estado eliminar toda forma de 

discriminación y garantizar una vida libre de violencia en esferas públicas y privadas. 

Datos recientes subrayan la magnitud del problema: según el Instituto Nacional de Salud 

(INS), en 2024, el 75,6% de los casos registrados por violencia de género fueron contra mujeres, 

con 31.766 incidencias de violencia física, aunque la económica permanece invisibilizada en 

desagregaciones estadísticas. El Panorama de las Violencias de Género de la Defensoría del 

Pueblo para enero a mayo de 2025 reporta incrementos en violencia intrafamiliar, que 

frecuentemente incluye componentes económicos, mientras que entre enero y junio de 2025 se 

registraron más de 17.000 casos en Bogotá, equivaliendo a cuatro mujeres víctimas por hora. El 

Observatorio Nacional de Violencias de Género (ONV), a través del Sistema Integrado de 

Información de Violencias de Género (SIVIGE), evidencia cómo esta violencia se entrelaza con 

otras formas, agravando brechas estructurales como la salarial (13% según DANE 2023-2025), 

la informalidad laboral del 58% en mujeres y la pobreza de género e índice de feminidad en 

115, (ONU 2024). 

La Corte Constitucional ha impulsado avances jurisprudenciales progresivos, reconociendo 

la violencia económica como violación a la dignidad, igualdad y mínimo vital, en fallos 

emblemáticos como T-163/2022 incumplimiento alimentario como control económico, T-

734/2013 conexión con intrafamiliar y C-726/2021 discriminación estructural. Recientes 

sentencias de 2025, como T-059/2025 violencia institucional contra mujeres, T-027/2025 

agresiones intrafamiliares y T-149/2025 violencia de género digital con impactos económicos, 

refuerzan la necesidad de perspectiva de género en la judicialización. Sin embargo, persisten 

vacíos normativos, barreras probatorias y limitaciones institucionales que obstaculizan su 

prevención y sanción efectiva, perpetuando impunidad y revictimización. 

Este artículo analiza el marco normativo, jurisprudencial e institucional colombiano, evalúa 

desafíos en su aplicación y propone medidas para fortalecer la autonomía económica y una 

justicia sensible al género, contribuyendo a la erradicación de esta discriminación estructural y 

al cumplimiento de compromisos internacionales. 

 

 



 

 

 

 

3.1.  Problema de investigación 

 

¿Es suficiente el marco normativo y jurisprudencial colombiano, junto con las herramientas 

institucionales como el SIVIGE y las alertas de la Defensoría del Pueblo, para prevenir y 

sancionar de manera efectiva la violencia económica como forma de violencia de género, 

garantizando la autonomía económica y el acceso a una justicia con perspectiva de género para 

las mujeres víctimas? 

 

El problema se centra en la brecha entre el reconocimiento normativo y la aplicación 

efectiva, donde la violencia económica, pese a su impacto, permanece subjudicializada. Según 

el Ministerio de Justicia (2023-2025), menos del 10% de denuncias por violencia intrafamiliar 

incluyen el componente económico, agravado por la falta de datos desagregados en SIVIGE, 

que prioriza violencias físicas y sexuales. Esto se ve exacerbado en contextos rurales y de 

conflicto, donde ONU Mujeres (2024) reporta que el 58% de mujeres en informalidad laboral 

enfrentan control financiero, limitando su autonomía. 

 

3.2.  Sistematización del Problema 

¿Cuáles son las principales lagunas normativas y jurisprudenciales en el marco legal 

colombiano que limitan la prevención y sanción efectiva de la violencia económica como 

forma de violencia de género, considerando las obligaciones establecidas por tratados 

internacionales? 

¿Qué obstáculos institucionales, incluyendo las limitaciones del SIVIGE y las alertas de 

la Defensoría del Pueblo, dificultan la identificación, registro y judicialización de la violencia 

económica contra las mujeres en Colombia? 

¿Qué estrategias legales, institucionales y sociales pueden diseñarse para fortalecer la 

autonomía económica de las mujeres y garantizar una administración de justicia con 

perspectiva de género, superando las barreras estructurales y culturales que perpetúan la 

violencia económica? 

 

4. Objetivos. 

Se trazaron para el desarrollo del artículo y según lo aprobado en la propuesta de 

investigación. Los siguientes objetivos 



 

 

 

4.1.1. Objetivo general  

 

Realizar un análisis integral del marco normativo, jurisprudencial y de las herramientas 

institucionales como el SIVIGE y las alertas de la Defensoría del Pueblo en Colombia, para 

evaluar su efectividad en la prevención y sanción de la violencia económica como forma de 

violencia de género, proponiendo estrategias que garanticen la autonomía económica y una 

justicia con perspectiva de género para las mujeres víctimas 

 

4.1.2. Objetivos específicos. 

- Identificar las lagunas normativas y jurisprudenciales en el marco legal colombiano que 

obstaculizan la prevención y sanción efectiva de la violencia económica contra las mujeres, 

analizando su alineación con las obligaciones internacionales establecidas en la CEDAW y la 

Convención de Belém do Pará.  

 

- Evaluar los obstáculos institucionales, incluyendo las limitaciones del SIVIGE y las 

alertas de la Defensoría del Pueblo, que dificultan la identificación, registro y judicialización de 

la violencia económica como una forma de violencia de género en Colombia.  

- Proponer estrategias legales, institucionales y sociales que fortalezcan la autonomía 

económica de las mujeres y garanticen una administración de justicia con perspectiva de género, 

abordando las barreras estructurales y culturales que perpetúan la violencia económica. 

 

5. Justificación 

Esta investigación es relevante por su impacto en la protección de derechos fundamentales 

de las mujeres, como la dignidad, igualdad y autonomía económica, en un contexto donde la 

violencia económica agrava la pobreza de género índice de feminidad de la pobreza en 115, 

según ONU Mujeres y DANE 2024. A pesar de avances como la Ley 1257 de 2008 y sentencias 

como SU-080/2020 con impacto hasta 2025, persisten vacíos que perpetúan impunidad y 

dependencia, con 30.882 casos de violencia de género en 2024 que aumento del 9,1%. 

Contribuye al cumplimiento de obligaciones internacionales CEDAW, Belém do Pará y 

fortalece herramientas como SIVIGE, generando evidencia para reformas normativas y políticas 

públicas. Su pertinencia radica en empoderar a mujeres víctimas, reducir brechas de desempleo 

femenino al 12,5% DANE 2025, y promover equidad, impactando a instituciones, academia y 

sociedad civil. Además, en regiones como Antioquia y Chocó, donde iniciativas como las de 

Corporación Humanas muestran que el 23% de mujeres en transporte público sufren acoso con 



 

 

impactos económicos, esta investigación propone soluciones integrales para mitigar estos 

efectos. 

6. Metodología 

Esta investigación adopta un enfoque cualitativo y jurídico-documental para analizar la 

efectividad del marco normativo, jurisprudencial y de las herramientas institucionales en la 

prevención y sanción de la violencia económica como forma de violencia de género en 

Colombia. Se emplea un diseño descriptivo y analítico que permite identificar lagunas, evaluar 

obstáculos y proponer soluciones, alineándose con los objetivos establecidos y las fuentes 

proporcionadas (ONV, SIVIGE, Defensoría del Pueblo, Sentencia SU201-21). 

Además, se realizará un análisis documental de la normativa internacional y nacional, así 

como estudios de caso sobre la implementación y desafíos de la violencia de genero. La 

recopilación de datos se llevará a cabo mediante revisión bibliográfica a través de guías de 

análisis de contenido, análisis de legislación vigente, y entrevistas con expertos en violencia de 

género, información que será analizada de manera descriptiva.  

 

 

7. MARCO NORMATIVO DE LA VIOLENCIA ECONÓMICA 

 

La violencia económica y patrimonial ha sido reconocida como una manifestación de 

violencia de género en diversos instrumentos internacionales y en el ordenamiento jurídico 

colombiano. Su inclusión normativa representa un avance en la visibilización de las múltiples 

formas en que se puede afectar la dignidad, autonomía y libertad de las mujeres, más allá de las 

agresiones físicas o sexuales. No obstante, su desarrollo jurídico aún presenta vacíos 

importantes, especialmente en lo que respecta a su judicialización y sanción efectiva. 

 

7.1. Instrumentos Internacionales 

 

Colombia es Estado parte de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 

Discriminación contra la Mujer (CEDAW), adoptada por la Asamblea General de las Naciones 

Unidas en 1979 y ratificada mediante la Ley 51 de 1981. Este instrumento establece la 

obligación del Estado de eliminar todas las formas de discriminación contra la mujer, incluidas 

aquellas que afectan su participación en la vida económica y su derecho a la igualdad de 

oportunidades. El Comité CEDAW, en recomendaciones generales, enfatiza que la violencia 

económica es una forma de discriminación, recomendando medidas para autonomía financiera. 

 

Asimismo, la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 

contra la Mujer, ratificada por Colombia mediante la Ley 248 de 1995, amplía el concepto de 

violencia contra la mujer al incluir toda acción o conducta basada en el género que cause daño 

o sufrimiento físico, sexual o psicológico, tanto en el ámbito público como en el privado. Esta 



 

 

convención ha sido interpretada progresivamente para incluir también la violencia económica, 

en tanto constituye una forma de subordinación estructural y un obstáculo para el pleno ejercicio 

de los derechos humanos de las mujeres. La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en 

casos como "González y otras vs. México" (2009), vincula la económica con fallos estatales en 

prevención. 

 

En actualizaciones al 2025, informes de ONU Mujeres y CEPAL enfatizan la necesidad de 

integrar la violencia económica en políticas de equidad de género, destacando brechas 

persistentes en América Latina, con Colombia mostrando un índice de pobreza 

multidimensional agravado por esta violencia la ONU en (2024) reporta que, en Colombia, la 

brecha salarial de género es del 13%, exacerbando la dependencia económica en el 58% de 

mujeres en informalidad. 

 

7.2. Normativa Interna 

 

En el ámbito interno, la Ley 1257 de 2008, "por la cual se dictan normas de sensibilización, 

prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres", representa 

el principal referente normativo en materia de violencia económica. En su artículo 2°, esta ley 

define la violencia económica como aquella que se ejerce para causar daño o sufrimiento a la 

mujer mediante la limitación de recursos económicos o patrimoniales, la privación de medios 

indispensables para vivir con dignidad, la restricción al acceso al trabajo remunerado o la 

apropiación indebida de sus bienes o ingresos. 

 

Por su parte, la Ley 1257 establece medidas de atención, protección y sanción frente a esta 

forma de violencia, aunque sin contemplar una tipificación penal específica, lo cual limita su 

aplicación práctica, especialmente en entornos rurales, donde destaca: "La violencia económica 

y patrimonial contra las mujeres rurales se manifiesta en la expropiación de tierras y recursos 

productivos, perpetuando su exclusión del mercado formal y violando derechos territoriales" 

(Rodríguez Peña 2018-2020). La Ley 2453 de 2025 complementa esto, estableciendo medidas 

para prevención, atención y sanción de violencia contra mujeres, incluyendo protocolos para 

económica en contextos laborales y familiares, con énfasis en subsidios temporales. 

 

7.3. Ausencia de Tipificación Penal Específica 

 

El Código Penal colombiano no cuenta con una figura autónoma que tipifique la violencia 

económica como delito. En algunos casos, conductas asociadas a esta forma de violencia pueden 

encuadrarse en figuras como el abuso de confianza, la omisión de alimentos o incluso la 

violencia intrafamiliar. Sin embargo, estas tipificaciones resultan insuficientes para capturar la 

especificidad y sistematicidad de la violencia económica basada en género, lo que redunda en 

la revictimización y en la impunidad. Datos del Ministerio de Justicia de 2023 a 2025 indican 

que menos del 10% de las denuncias por violencia intrafamiliar incluyen el componente 



 

 

económico, debido a la falta de identificación adecuada. La Mesa por el Derecho de las Mujeres 

(2019) propone reformas para incluirla como delito autónomo, alineado con Belém do Pará 

 

8. ANÁLISIS JURISPRUDENCIAL Y DESAFÍOS EN LA APLICACIÓN 

JUDICIAL E INSTITUCIONAL 

 

La jurisprudencia constitucional ha desempeñado un papel clave en la interpretación 

progresiva de los derechos de las mujeres en Colombia, especialmente en contextos de 

desigualdad estructural y subordinación económica. Aunque la violencia económica no cuenta 

con una figura penal autónoma en el ordenamiento jurídico colombiano, sí ha sido abordada por 

la Corte Constitucional en decisiones que permiten identificar su existencia, su impacto y la 

necesidad de una respuesta adecuada por parte del Estado.  

 

 

9.1. Reconocimiento Jurisprudencial de la Violencia Económica como Forma de 

Violencia de Género 

 

En la Sentencia T-163 de 2022, la Corte Constitucional conoció el caso de una mujer que, 

tras separarse de su pareja, fue objeto de una forma de control económico sistemático: el 

incumplimiento deliberado de las obligaciones alimentarias por parte del progenitor de sus 

hijos. La Corte reconoció que dicha conducta no se limitaba a una simple omisión civil, sino 

que constituía una forma de violencia económica, en tanto generaba dependencia, 

vulnerabilidad e impedía a la mujer ejercer sus derechos con autonomía. En dicha sentencia, se 

reafirmó que el incumplimiento de deberes económicos dentro de un contexto de subordinación 

por género puede configurar una violación de derechos fundamentales como la dignidad, la 

igualdad y el mínimo vital. Esta línea se refuerza en T-149/2025, que aborda violencia digital 

con impactos económicos, como difamación que afecta empleo. 

 

9.2. Conexión entre Violencia Económica y Violencia Intrafamiliar 

 

La Sentencia T-734 de 2013 constituye otro referente importante. En ella, la Corte conoció 

el caso de una mujer víctima de violencia intrafamiliar que, además de agresiones físicas y 

psicológicas, padecía el control absoluto de sus recursos económicos y bienes patrimoniales. La 

Corte reconoció que la violencia intrafamiliar puede incluir dimensiones económicas, ya que el 

control del dinero, la limitación de acceso a recursos o la privación de bienes son medios para 

perpetuar relaciones de poder desiguales. Esta decisión reafirmó que los operadores judiciales 

deben interpretar la violencia de género de manera integral, reconociendo sus múltiples 

manifestaciones, incluyendo la económica. 

 

 

 



 

 

 

9.3. Violencia Económica como Forma de Discriminación Estructural 

 

En la Sentencia C-726 de 2021, al analizar la constitucionalidad del delito de inasistencia 

alimentaria, la Corte hizo énfasis en que la falta de cumplimiento de estas obligaciones, cuando 

se presenta de manera sistemática y en un contexto de subordinación por género, puede tener 

un impacto diferenciado sobre las mujeres. Este análisis permitió vincular el fenómeno de la 

inasistencia con la violencia económica, particularmente cuando se utiliza como instrumento de 

control sobre las mujeres cuidadoras, "El deber de alimentos, visto desde teorías feministas, 

revela cómo la violencia económica refuerza roles de género tradicionales, transformando 

obligaciones civiles en herramientas de control patriarcal" (Alviar García 2018) muchas veces 

excluidas del mercado laboral o en condiciones de precariedad. 

 

Avances recientes incluyen la Sentencia SU-201 de 2021, que amparó derechos en un caso 

de simulación de ventas de bienes para defraudar el patrimonio conyugal, invitando a los jueces 

a analizar hechos con perspectiva de discriminación histórica. En 2025, sentencias como T-

242/2025 y SU-018/2025 refuerzan esta línea, criticando la violencia institucional y protegiendo 

el debido proceso en contextos económicos. 

 

9 .4. Falta de Tipificación Penal y Dificultades en la Judicialización 

 

A pesar del reconocimiento progresivo de esta forma de violencia en la jurisprudencia, uno 

de los principales obstáculos identificados es la ausencia de una tipificación penal específica 

que reconozca la violencia económica como una conducta autónoma y sancionable. 

Actualmente, conductas como el control patrimonial o la privación económica deben 

encuadrarse en tipos penales generales como violencia intrafamiliar, abuso de confianza o 

inasistencia alimentaria, lo que limita el reconocimiento explícito de la dimensión de género y 

puede invisibilizar el patrón sistemático de control. 

 

9.5. Revictimización Institucional y Falta de Enfoque Diferencial 

 

Otro aspecto señalado por la jurisprudencia es la falta de respuesta adecuada por parte de 

las instituciones encargadas de la protección y administración de justicia. Muchas mujeres que 

denuncian situaciones de violencia económica son revictimizadas por funcionarios que 

minimizan sus relatos, exigen pruebas desproporcionadas o no reconocen el contexto de 

subordinación en el que se producen los hechos. Esta situación ha sido advertida por la Corte 

en múltiples sentencias, donde insta a los operadores judiciales a aplicar un enfoque diferencial 

con perspectiva de género, conforme a lo ordenado por tratados internacionales como la 

CEDAW y la Convención de Belém do Pará. 

 



 

 

En el ámbito institucional, el SIVIGE, dependiente del ONV, sirve como herramienta clave 

para visibilizar violencias, pero carece de datos específicos actualizados al 2025 sobre violencia 

económica. Las alertas de la Defensoría del Pueblo se centran en confrontaciones armadas, sin 

enfoque específico en económica, lo que agrava la invisibilización. 

 

10. DESAFÍOS Y PROPUESTAS PARA EL RECONOCIMIENTO EFECTIVO 

DE LA VIOLENCIA ECONÓMICA 

 

Aunque el ordenamiento jurídico colombiano ha avanzado en el reconocimiento de diversas 

formas de violencia contra la mujer, la violencia económica continúa siendo una de las menos 

comprendidas, judicializadas y visibilizadas. Esa forma de violencia, que vulnera derechos 

fundamentales como la dignidad, la autonomía y el mínimo vital, encuentra múltiples obstáculos 

para su identificación, sanción y prevención. A continuación, se exponen los principales 

desafíos y se plantean propuestas orientadas a fortalecer el marco jurídico y la respuesta 

institucional. Según Fundación WWB en 2024, 131.501 casos de VBG en 2024 incluyen 

económica subreportada, destacando la necesidad de enfoques integrales que aborden no solo 

los aspectos legales, sino también los socioeconómicos y culturales que perpetúan esta 

problemática en contextos como el posconflicto armado y la migración forzada en regiones 

como Chocó y Nariño, donde las mujeres enfrentan tasas de informalidad laboral superiores al 

70% según el DANE, 2025. Este análisis se basa en datos del Observatorio Colombiano de las 

Mujeres (2025), que reporta un incremento del 15% en denuncias relacionadas con control 

financiero en hogares monoparentales encabezados por mujeres, agravado por la pandemia de 

COVID-19 y sus secuelas económicas. 

 

10.1. Dificultades Probatorias y Barreras Judiciales 

 

Uno de los principales obstáculos en la lucha contra la violencia económica es la dificultad 

para demostrar su existencia en sede judicial. A diferencia de otras formas de violencia, los actos 

que configuran esta modalidad suelen desarrollarse en la intimidad del hogar o mediante 

dinámicas de control financiero que no dejan huellas físicas ni documentos evidentes. Por 

ejemplo, el control sobre tarjetas de crédito, la prohibición de trabajar o la manipulación de 

deudas compartidas son conductas sutiles que requieren evidencia contextual, como extractos 

bancarios, testimonios de testigos o informes psicológicos que demuestren el patrón de 

dominación. Además, muchas mujeres no denuncian por temor a perder el sustento económico, 

por desconocimiento de sus derechos o por la revictimización institucional. La carencia de 

mecanismos probatorios adecuados y el limitado entendimiento por parte de los operadores 

judiciales sobre qué constituye violencia económica derivan en una baja tasa de reconocimiento 

y sanción, lo cual perpetúa la impunidad y refuerza el ciclo de violencia. Datos de Medicina 

Legal de 2024 muestran que el 86% de VBG es contra mujeres, con económica en 20% de casos 

intrafamiliares, pero solo el 5% llega a condena debido a exigencias probatorias excesivas, 

como requerir pruebas documentales en contextos de informalidad económica donde las 



 

 

transacciones son en efectivo o no registradas. La Sentencia T-163/2022 de la Corte 

Constitucional ilustra este desafío al reconocer el incumplimiento alimentario como control 

económico, pero enfatiza la necesidad de valorar el contexto de género para evitar 

revictimización. En regiones rurales, donde ONU reporta que el 47% de mujeres sufren 

restricciones laborales por parte de parejas, las barreras se agravan por la falta de acceso a 

servicios judiciales, con tiempos de respuesta que superan los seis meses en promedio según  la 

Defensoría del Pueblo en 2025. Esto se ve exacerbado en poblaciones vulnerables, como 

migrantes venezolanas, donde el informe de HIAS Colombia de 2025 indican que el 60% 

enfrenta explotación económica en parejas, sin herramientas probatorias digitales o financieras 

accesibles. 

 

 

10.2. Ausencia de Tipificación Penal Específica 

 

La Ley 1257 de 2008 reconoce la violencia económica como una forma de violencia contra 

la mujer; sin embargo, esta figura no se encuentra tipificada de manera autónoma en el Código 

Penal colombiano, lo que limita su eficacia sancionatoria. En muchos casos, las víctimas deben 

acudir a figuras como inasistencia alimentaria o violencia intrafamiliar, lo cual invisibiliza la 

naturaleza estructural y sistemática del control económico ejercido por razones de género. Esta 

ausencia genera impunidad, ya que jueces a menudo no reconocen el componente de género, 

encuadrando conductas en delitos patrimoniales generales sin agravantes, como el abuso de 

confianza, que no capturan la dependencia emocional y financiera. Según el Ministerio de 

Justicia al menos del 10% de denuncias incluyen económico explícito, y solo el 2% resulta en 

sanciones penales, comparado con el 15% en violencia física. En contextos de conflicto armado, 

Guzmán (2025) destaca cómo la violencia económica se usa como herramienta de control en 

grupos ilegales, afectando a 25% de mujeres desplazadas, sin tipificación que permita sanciones 

diferenciadas. La Convención de Belém do Pará (Ley 248/1995) obliga a sancionar todas formas 

de violencia, pero Colombia incumple al no tener delito autónomo, lo que contrasta con países 

como México y la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia,  que 

tipifica la violencia económica con penas de hasta 5 años. 

 

 

10.3.    Falta de Capacitación y Enfoque de Género en Operadores Judiciales 

 

El tratamiento judicial de los casos de violencia económica evidencia una insuficiente 

capacitación de funcionarios judiciales en enfoque de género y derechos de las mujeres. Esto 

da lugar a decisiones judiciales que no consideran el contexto de subordinación estructural, 

exigen pruebas excesivas o minimizan el daño causado por el agresor económico, como en casos 

donde se desestima el control financiero por considerarlo "asunto familiar". Garzón-Segura  

analizan violencias de pareja en Bogotá, donde el 40% de jueces no aplica perspectiva de 

género, como se evidencia en su estudio: "“Tenía que ser mujer”: las violencias de pareja en 



 

 

Bogotá revelan cómo el control financiero se entrelaza con normas patriarcales, requiriendo 

intervenciones que fomenten la autonomía mediante educación y empoderamiento económico" 

Garzón-Segura et al. (2023). resultando en absoluciones en el 70% de casos económicos. La 

Defensoría del Pueblo en 2025 reportó que, en 2024, el 25% de mujeres revictimizadas citan 

sesgos judiciales, agravados en zonas periféricas con rotación alta de funcionarios. La Sentencia 

C-726/2021 insta a capacitación, pero implementación es baja, con solo 15% de operadores 

formados (Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla, 2025). 

 

 

 

10.4.  Debilidad de las Medidas de Protección y Falta de Autonomía Económica 

 

Muchas mujeres víctimas de violencia económica no acceden a medidas de protección 

adecuadas, y en muchos casos, la dependencia financiera limita su capacidad de denunciar o 

abandonar la relación abusiva. La ausencia de políticas públicas dirigidas a fortalecer la 

autonomía económica de las mujeres en situación de violencia representa un grave vacío 

institucional, con solo el 10% de víctimas recibiendo subsidios (SIVIGE, 2025). Alviar García  

critica el deber de alimentos como insuficiente, ya que no aborda brechas laborales (13% 

salarial, dejando a mujeres en pobreza. 

 

 

10.5.  Invisibilización Estadística y Falta de Seguimiento 

 

Actualmente, no existen cifras oficiales detalladas sobre violencia económica en Colombia, 

lo que dificulta su seguimiento, análisis y formulación de políticas públicas. Las estadísticas 

suelen centrarse en la violencia física y sexual, dejando de lado otras formas igualmente graves, 

con SIVIGE registrando solo 5% de casos económicos desagregados ONV, 2025. CEPAL en 

2024 estima subregistro del 80%, agravado por enfoque en armadas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

 

11. CONCLUSIONES 

 

La violencia económica constituye una forma estructural y persistente de dominación 

basada en el género, que afecta gravemente los derechos fundamentales de las mujeres, tales 

como la autonomía personal, el mínimo vital, la libertad económica y la igualdad real. A pesar 

de su reconocimiento normativo en la Ley 1257 de 2008, su tratamiento jurídico en Colombia 

continúa siendo limitado, fragmentado y poco eficaz, lo que contribuye a su invisibilización y 

perpetuación. 

 

El análisis jurisprudencial evidencia que la Corte Constitucional ha avanzado en el 

reconocimiento de la violencia económica como una manifestación de violencia de género, 

especialmente en contextos de inasistencia alimentaria, control patrimonial y dependencia 

económica. Sin embargo, estos avances jurisprudenciales no han sido suficientes para 

transformar la respuesta institucional del Estado, ni para garantizar el acceso a la justicia y la 

protección efectiva de las víctimas. 

 

Entre los principales desafíos se encuentran la ausencia de una tipificación penal autónoma, 

la falta de formación especializada de los operadores judiciales, la inexistencia de estadísticas 

oficiales, las dificultades probatorias en sede judicial y la debilidad de las medidas de protección 

económica. Estos obstáculos impiden que las mujeres accedan a una tutela judicial efectiva y 

perpetúan ciclos de violencia y dependencia. 

 

Frente a esta realidad, se hace urgente una reforma normativa que incluya el reconocimiento 

penal expreso de la violencia económica con enfoque de género, así como el diseño de políticas 

públicas integrales que promuevan la autonomía económica de las mujeres y brinden apoyo a 

quienes han sido víctimas de esta modalidad de violencia. De igual manera, es necesario 

fortalecer la formación en perspectiva de género dentro del sistema judicial y administrativo, 

garantizando que los procesos de atención y protección a las mujeres sean sensibles, eficaces y 

libres de revictimización. 

 

Finalmente, combatir la violencia económica requiere una respuesta intersectorial, que 

articule el sistema de justicia con los sectores de salud, protección social, empleo y educación, 

y que reconozca a las mujeres como sujetas de derechos en condiciones reales de desigualdad. 

Solo así será posible avanzar hacia una sociedad más justa, equitativa y libre de violencia de 

género en todas sus manifestaciones. 

 

 

 

 

 

 



 

 

12.  Recomendaciones: 

 

Crear guías técnicas para jueces y fiscales sobre indicadores de violencia económica, así como 

protocolos para facilitar su identificación mediante entrevistas, estudios socioeconómicos y 

análisis del contexto familiar. Integrar evidencia digital, como en T-149/2025, y promover el 

uso de peritajes económicos gratuitos a través de alianzas con entidades como el Banco de la 

República o universidades, para evaluar desequilibrios patrimoniales. Además, implementar 

sistemas de denuncia virtuales con soporte en perspectiva de género, inspirados en modelos 

como el de España (Ley Orgánica 1/2004), adaptados al contexto colombiano, para reducir 

barreras geográficas y acelerar procesos, visando una reducción del 30% en tiempos de 

judicialización según metas del Plan Nacional de Desarrollo 2022-2026. 

 

Crear programas estatales de fortalecimiento económico para mujeres víctimas de violencia, 

incluyendo acceso a créditos preferenciales, capacitación laboral en sectores como tecnología y 

agro, emprendimiento con fondos semilla hasta 10 millones y subsidios temporales por 6 meses. 

De igual manera, vincular la entrega de medidas de protección Ley 1257/2008 a rutas de 

empoderamiento económico integral, como "Mujeres con autonomía económica" en Antioquia  

en alianza con el Ministerio de Trabajo y bancos cooperativos, para impactar a 50.000 mujeres 

anualmente. 

 

Incluir la violencia económica como categoría específica en los sistemas de información 

estadística del Estado como las del DANE, Fiscalía, Medicina Legal, y realizar estudios 

periódicos sobre su prevalencia e impacto en distintos territorios y grupos sociales. Actualizar 

SIVIGE con módulos dedicados, integrando IA para análisis predictivo, y publicar reportes 

anuales con datos georreferenciados, alineados con metas ODS 5, para informar políticas y 

reducir invisibilización en un 40%. 

 

Incluir en el Código Penal una figura específica de violencia económica con perspectiva de 

género, que contemple sanciones proporcionales  y mecanismos de reparación integral, como 

compensaciones económicas y órdenes de no contacto financiero, garantizando un tratamiento 

diferencial frente a otras conductas patrimoniales. Inspirado en Ley 2453/2025, promover 

reformas legislativas con agravantes por vulnerabilidad y campañas de sensibilización para 

fiscales, alineadas con recomendaciones del Comité CEDAW, para aumentar tasas de 

judicialización en un 20% en dos años. 

 

Incorporar de forma obligatoria el enfoque de género en la formación de funcionarios del sector 

justicia como jueces, fiscales, defensores y comisarios de familia, entre otros,  así como realizar 

evaluaciones periódicas sobre su aplicación efectiva en los procesos judiciales. Colaborar con 

ONU Mujeres para talleres anuales, integrando módulos sobre violencia económica con casos 

reales, y certificar cumplimiento para ascensos, visando reducir sesgos en un 50% según 

indicadores del ONV. 
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